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Apelación acogida 

como Certiorari 

procedente del 

Tribunal de Primera 

Instancia 

Sala Superior de  

Bayamón 

 

Civil Núm. 

BY2021CV03460 

 

Sobre:  

Incumplimiento de 

Contrato 

 

 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Domínguez 

Irizarry1, el Juez Bonilla Ortiz, y el Juez Pagán Ocasio. 

 
Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

Comparece ante este foro, la Sucesión de Leonor 

Ochoa García (Sucesión Ochoa o “los peticionarios”)2 y 

nos solicitan que revisemos una Resolución emitida por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón, 

notificada el 8 de marzo de 2024.  Mediante el referido 

 
1 En virtud de la Orden Administrativa OATA-2024-044, se designa a 

la Hon. Ivelisse Domínguez Irizarry. 
2 La Sucesión Ochoa García se compone de Andrew Peter Ochoa, Guy 

Stephanie Peter, Julie Olivia Peter, Adriana Peter, Andrea Peter, 

Bianca Lemay y Jacqueline Lemay, quienes fueron representados por 

su albacea testamentaria, la Lcda. Francis T. Pagán Martínez.  

Actualmente, su albacea testamentario es el Sr. Andrew Peter Ochoa.  

La Sra. Roxanne Lemay no comparece en este recurso. 
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dictamen, el foro primario declaró Ha Lugar la Solicitud 

de Sentencia Sumaria presentada por Keileany Nicole Bula 

Rodríguez y Juan Manuel Pérez De Villamil Martínez 

(Matrimonio Pérez-Bula o “los recurridos”), a su vez, 

denegó la moción de desestimación presentada por los 

peticionarios. 

Acogemos el recurso de epígrafe como una petición 

de certiorari por ser el recurso adecuado para revisar 

la determinación impugnada.3  Sin embargo, este mantendrá 

la misma identificación alfanumérica correspondiente a 

una apelación. 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

DENEGAMOS expedir el auto discrecional solicitado. 

I. 

 El 30 de agosto de 2021, los recurridos presentaron 

una Demanda sobre incumplimiento de contrato en contra 

de la Sucesión Ochoa.4  En esencia, alegaron que entre 

los días 5 y 7 de octubre de 2020, firmaron con la Lcda. 

Francis T. Pagán Martínez, la Albacea de la Sucesión 

Ochoa (Lcda. Francis Pagán o Albacea) un Contrato de 

Opción y Promesa de Compraventa (Contrato de Opción), 

con el propósito de adquirir una porción de una propiedad 

ubicada en Dorado, de la que la Sucesión es dueña.5 

Del Contrato de Opción surgía que ambas partes 

habían pactado la compraventa de la propiedad localizada 

en la Urbanización Sardinera Beach, Solar 190, Dorado, 

Puerto Rico 00646.  El solar estaba identificado en el 

plano de mensura como “Lote #2” con un área de 1,134.4310 

metro cuadrados, por el precio de venta de $625,000.00, 

 
3 El dictamen revisado es una Resolución sin finalidad conforme la 

Regla 42.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.3. 
4 Demanda, anejo I, págs. 3-26 del apéndice del recurso. 
5 Contrato de Opción y Promesa de Compraventa, págs. 11-13 del 

apéndice del recurso. 



 
 

 
KLAN202400342    

 

3 

en efectivo.  A su vez, surgía que al momento de firmar 

el contrato, los peticionarios le entregaron a los 

recurridos la cantidad de $25,000.00 dólares. 

Además, el Contrato de Opción en la sección 

titulada Opción, en su primer inciso establecía: 

UNO: La parte vendedora confiere una opción 

de compra al comprador por un término de 45 

días, una vez la parte vendedora tenga 

tracto registral para poder vender la 

propiedad, o sea, culmine el proceso de 

segregación de la propiedad, la parte 

vendedora haya obtenido el relevo de 

hacienda y presentado en el Registro de la 

Propiedad la segregación y la Instancia 

Hereditaria. No obstante, lo anterior, la 

parte vendedora tendrá hasta el 1 de abril 

de 2021 para tener tracto registral. En cuya 

fecha la parte compradora decidirá si 

extiende el contrato de opción o se da por 

terminado el mismo, procediendo la 

devolución íntegra de la cantidad entregada 

como opción. Como consideración por la 

opción de compra que aquí se pacta, la parte 

optante hace entrega de $25,000.00.   

 

Del mismo modo, el matrimonio Pérez-Bula señaló que 

a raíz de que la Sucesión Ochoa no cumplió con finalizar 

los trámites de segregación, el 12 de febrero de 2021 

ejercieron su derecho a extender el Contrato de Opción 

hasta el 30 de agosto de 2021.6  Además, que el término 

de 45 días para ejercer la opción de compra comenzaba a 

cursar a partir de que los peticionarios culminaran el 

tracto registral y la segregación. 

Añadieron que, en igual fecha, la Sucesión Ochoa 

radicó una Demanda en contra de PCA Engineering 

Services, P.S.C. Ing. Álvaro Polanco, y otros, por 

incumplimiento de contrato, al no completar el trámite 

de segregación de la finca 1,478 en la Urbanización de 

Sardinera Beach, Solar 190, Dorado, Puerto Rico, 00646, 

propiedad en controversia.  De otra parte, sostuvieron 

 
6 Extensión de Contrato/Cambio de Precio o Cláusulas Adicionales al 

Contrato, pág. 15 del apéndice del recurso. 
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que, el 15 de febrero de 2021, los peticionarios 

presentaron ante el Registro de la Propiedad la 

Declaratoria de Herederos, por lo que, restaba la 

segregación. 

Transcurrido el término para la segregación, los 

recurridos manifestaron que decidieron extender el 

término para que la Sucesión Ochoa culminara los 

trámites para la segregación, hasta el 28 de febrero de 

2022.7  Sin embargo, que no recibieron el documento de 

la extensión firmado por los peticionarios. 

Luego de varias incidencias procesales, el 3 de 

febrero de 2022, la Lcda. Francis Pagán, presentó la 

Contestación a Demanda.8  Entre las defensas afirmativas 

esbozó que el remedio solicitado por los recurridos 

requería del consentimiento unánime de la sucesión. 

Posteriormente, el 8 de julio de 2022, el Sr. Andrew 

Peter Ochoa, como el nuevo Albacea y en representación 

de la Sucesión Ochoa, excepto de Roxanne Lemay, presentó 

una Moción de Desestimación.9  Mediante esta, alegó que 

Jackeline Lemay es una de las herederas de la sucesión, 

y nunca firmó el contrato de opción, ni autorizó vender 

su participación en la propiedad.  Así pues, sostuvo 

que, al no haber consentimiento unánime de los herederos 

o la autorización judicial correspondiente, no se podía 

enajenar la propiedad. 

En respuesta, los recurridos presentaron el 12 de 

julio de 2022 su oposición a la moción de 

 
7 Extensión de Contrato/Cambio de Precio o Cláusulas Adicionales al 

Contrato, págs. 25-26 del apéndice del recurso. 
8 Contestación a Demanda, anejo XV, págs. 131-134 del apéndice del 

recurso. 
9 Moción de Desestimación, anejo XIX, págs. 169-172 del apéndice 

del recurso. 
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desestimación.10  Mediante esta, esbozaron que la Sra. 

Jackeline Lemay suscribió un documento con la intención 

de delegar autoridad a la Lcda. Francis Pagán, “donde 

expresaba su consentimiento y autorización a la albacea 

a decidir sobre la disposición de los bienes inmuebles 

hereditarios conforme a su mejor criterio y opinión.”  

Asimismo, indicaron que la Albacea era la persona que ha 

representado a los herederos en el contrato de opción 

con ellos y en otros litigios. 

Luego de varios trámites procesales, el 8 de 

septiembre de 2023, el matrimonio Pérez-Bula presentó 

una Solicitud de Sentencia Sumaria, mediante la cual 

solicitaron que se hiciera efectivo el contrato para 

adquirir la propiedad opcionada.  Alegaron que la única 

controversia en el pleito se podía adjudicar mediante 

una lectura del contrato de opción.11  Por ello, 

solicitaron que los peticionarios completaran el proceso 

de segregación de la propiedad en controversia.  

Sostuvieron que, la Sucesión Ochoa se ha negado a 

finalizar el proceso de segregación, aun habiendo prueba 

documental y testifical que acreditaba su compromiso.12  

Añadieron que, los peticionarios recibieron, 

posteriormente, otras ofertas de compra que duplicaban 

el acuerdo, lo que permitía una inferencia de 

obstrucción contractual.  

El 20 de noviembre de 2023, la Sucesión Ochoa 

presentó su Moción en Oposición a Solicitud de Sentencia 

 
10 Oposición a Desestimación Solicitada por el Coheredero y Recién 

Designado Albacea, anejo XX, págs. 175-186 del apéndice del recurso. 
11 Solicitud de Sentencia Sumaria, anejo XXVII, págs. 249-294 del 

apéndice del recurso. 
12 El 16 de febrero de 2022, la Sucesión Ochoa llegó a un Acuerdo 

Privado y Confidencial con PCA Engineering Service, P.S.C., y Álvaro 

Polanco, para resolver la acción civil y controversias entre las 

partes, las cuales dieron inicio por su incumplimiento con el 

proceso de segregación del inmueble en controversia. Véase, págs. 

533-540 del apéndice del recurso. 
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Sumaria; y en Solicitud de Sentencia Sumaria a Favor de 

la Parte Compareciente.13  En esencia, esbozaron que no 

habían segregado la propiedad, porque no habían logrado 

los endosos requeridos para dicha gestión.  Añadieron 

que, fueron las agencias que regulan el asunto quienes 

denegaron la solicitud.  Por ello, solicitaron la 

rescisión del contrato, devolviendo sus respectivas 

contraprestaciones.  De otra parte, alegaron que la 

controversia principal giraba en torno a si el contrato 

de opción tenía validez ante la falta de consentimiento 

por parte de una de las herederas y la carencia de 

eficacia, por no haber sido segregado el inmueble en 

controversia.  Asimismo, aceptaron que los demás 

herederos habían dado su anuencia para que se vendiera 

la propiedad según el contrato de opción. 

El 21 de noviembre de 2023, la Sra. Roxanne Lemay 

Ochoa, presentó el escrito titulado Uniéndonos a la 

Moción Radicada por la Sucn. de Leonor Ochoa García y en 

Oposición a la Solicitud de Sentencia Sumaria Radicada 

por la Parte Demandante.14  Mediante la cual, reiteró que 

nunca le proveyó a la Lcda. Francis Pagán su anuencia y 

permiso para vender la propiedad en controversia. 

El 8 de enero de 2024, le matrimonio Pérez-Bula 

presentó una Réplica a la Oposición de Sentencia 

Sumaria.15  En primer lugar plantearon que los 

peticionarios en su oposición incumplieron con la 

normativa procesal dispuesta en las Reglas de 

 
13 Moción en Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria; y en 

Solicitud de Sentencia Sumaria a Favor de la Parte Compareciente, 

anejo XXIX, págs. 545-571 del apéndice del recurso. 
14 Uniéndonos a la Moción Radicada por la Sucn. de Leonor Ochoa 

García y en Oposición a la Solicitud de Sentencia Sumaria Radicada 

por la Parte Demandante, anejo XXX, págs. 595-600 del apéndice del 

recurso. 
15 Réplica a la Oposición de Sentencia Sumaria, anejo XXXII, págs. 

617-640 del apéndice del recurso. 
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Procedimiento Civil, por lo que, no procedía tomar en 

consideración su moción.  De otra parte, alegaron que 

han sido los propios peticionarios, los responsables del 

atraso con la segregación de la propiedad, debido a su 

dejadez y negligencia, al no proveer la información 

requerida por la agencia.  Por lo tanto, sostuvieron que 

procedía ordenarle a la Sucesión Ochoa a que completaran 

el proceso de la segregación. 

 El 8 de marzo de 2024, el foro primario notificó la 

Resolución recurrida.  Evaluada la prueba desfilada, 

formuló las siguientes determinaciones de hecho: 

1. La causante, Leonor Ochoa García, 

falleció el 3 de abril de 2019 habiendo 

otorgado Testamento Abierto el 15 de abril 

de 2013 mediante la escritura número 2 ante 

el notario Celso Lorenzo Gutiérrez 

instituyendo como herederos a sus 2 hijos, 

Andrew y Roxanne de apellidos Peter Ochoa y 

sus nietos, Guy Peter Breu, Julie Peter 

Breu, Andrea Peter, Adriana Peter, 

Jackeline Lemay Peter y Bianca Lemay Peter.  

 

2. En el antes mencionado testamento nombró 

a la Lcda. Francis T. Pagán Martínez albacea 

siendo sus obligaciones las siguientes:  

 

“----DÉCIMO TERCERA: Las facultades 

conferidas al ALBACEA, sujetas todas a su 

implementación conforme a los 

procedimientos y/o limitaciones 

establecidos por la ley, en adición a 

aquellas expresamente dispuestas por 

ley, son las siguientes: ---Uno (1): 

Ostentar la representación del caudal. -

--Dos (2): Sostener la validez del 

Testamento y vigilar por la ejecución de 

todo lo ordenado por el TESTADOR. ---Tres 

(3): Interpretar las disposiciones del 

testamento en la forma que resulte 

conforme con la voluntad del TESTADOR.--

--Cuatro (4): Liquidar y pagar la 

contribución de herencia, así como 

cualquiera otra contribución aplicable.-

--Cinco (5): Administrar los bienes de la 

herencia y tomar todas las precauciones 

y medidas necesarias para su conservación 

y custodia. ---Seis (6): Exigir el 

cumplimiento de los créditos que puedan 

existir a favor de la herencia y para 

ello, comparecer a otorgar los documentos 

públicos y privados de cancelación total 

o parcial, o liberación de los mismos, 
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bajo los términos y condiciones que 

estime convenientes, bien tratándose de 

créditos garantizados en alguna forma o 

no; pagar cuantas obligaciones que 

constituyan el pasivo de la herencia; así 

como los gastos originados por la 

liquidación o partición.---Siete (7): En 

general, administrar y realizar todos 

aquellos actos respecto a todos los 

bienes del caudal del TESTADOR como si 

éste estuviere vivo, que directamente o 

indirectamente se relacionen o sean 

complementarios a los aquí expresados, o 

se deriven en cualesquiera forma de estos 

con toda autonomía y que en su mejor 

criterio sean necesarios para la 

conservación del caudal, la protección de 

los herederos y el cumplimiento de los 

deseos del TESTADOR según provisto en 

este testamento.”  

 

3. El tribunal, en el caso SJ2019CV05773 

emitió Resolución el 26 de junio de 2019 

expidiendo carta testamentaria a favor de 

Francis T. Pagán Martínez en carácter de 

albacea testamentaria de la causante Leonor 

Ochoa García.  

 

4. La Sucesión Ochoa García es dueña en 

pleno dominio de la propiedad que se 

describe a continuación:  

 

---URBANA: Solar 190, Bloque I. Tiene un 

área o cabida superficial de 1,520.51 

metros cuadrados y colinda por el NORTE, 

en 2748 metros, con el solar 191 del 

Bloque I; por el SUR, en 17.65 metros con 

área de viraje; al ESTE, en 68.21 metros, 

con terrenos propiedad de Manuel González 

Quiñones, según plano archivado en este 

Registro; y por el OESTE, en 67.50 

metros, con la calle C de la propia 

urbanización. Finca 1,478 de Dorado, 

Registro de la Propiedad de Bayamón, 

sección cuarta”.  

 

5. El 5 y 7 de octubre de 2020 la parte 

demandante denominada como “compradora” y 

la sucesión Leonor Ochoa García denominada 

como “vendedora” y representada por la 

Lcda. Francis T. Pagán suscribieron 

contrato titulado “Contrato de Opción y 

Promesa de Compraventa” donde las partes 

convinieron lo siguiente:  

 

“Las partes tienen convenida la 

compraventa de la propiedad localizada 

en: Edificio de quince (15) apartamentos 

ubicados en la Urbanización Sardinera 

Beach, Solar 190, Dorado, Puerto Rico 

00646, identificado en el plano de 

mensura que se hace formar parte de este 

contrato como ‘lote #2’ con un área de 
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1,134.4310 metros cuadrados” por el 

precio de venta de $625,000”.  

 

6. Entre las cláusulas del contrato antes 

mencionado las partes se obligaron entre 

otras cosas a:  

 

“La parte vendedora confiere una opción 

de compra al comprador por un término de 

45 días, una vez la parte vendedora tenga 

tracto registral para poder vender la 

propiedad, o sea, culmine el proceso de 

segregación de la propiedad, la parte 

vendedora haya obtenido el relevo de 

hacienda y presentado en el Registro de 

la propiedad la segregación y la 

Instancia Hereditaria. No obstante, lo 

anterior, la parte vendedora tendrá hasta 

el 1 de abril de 2021 para tener tracto 

registral. En cuya fecha la parte 

compradora decidirá si extiende el 

contrato de opción o se da por terminado 

el mismo, por medio de la devolución 

íntegra de la cantidad entregada como 

opción o se da por terminado el mismo, 

procediendo la devolución íntegra de la 

cantidad entregada como opción. Como 

consideración por la opción de compra que 

aquí se pacta, la parte optante hace 

entrega de $25,000”.  

 

7. El contrato de opción antes mencionado 

también contiene en la sección sobre 

aceptación lo siguiente:  

 

“La parte vendedora en un término no 

mayor de 120 días para diligenciar todo 

lo relacionado a la segregación. En cuya 

fecha la parte compradora decidirá si 

extiende el contrato de opción o se da 

por terminado el mismo, procediendo la 

devolución íntegra de la cantidad 

entregada como opción”.  

 

8. Al no haberse completado los trámites 

correspondientes y relativos a la 

segregación por parte de la sucesión dentro 

del término establecido en el contrato de 

opción, la parte demandante ejerció su 

derecho a extender el contrato y con fecha 

de 12 de febrero de 2021 firmaron una 

extensión hasta el 30 de agosto de 2021. 

Este nuevo contrato de extensión fue 

firmado solamente por la Albacea en 

representación de la sucesión.  

 

9. La coheredera Roxanne Lemay t/c/c 

Roxanne Peter Ochoa suscribió contrato 

titulado “Contrato de Opción y Promesa de 

Compraventa” donde fungió como “compradora” 

y la Sucesión de Leonor Ochoa García como 

“vendedora” representada por la albacea, 

Lcda. Francis Pagán para la adquisición de 
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un chalet ubicado en la propiedad de Dorado. 

Este lee en lo pertinente:  

 

“Las partes tienen convenida la 

compraventa de la propiedad localizada 

en: Edificio de quince 15 apartamentos 

ubicados en la Urbanización Sardinera 

Beach, Solar 190, Dorado Puerto Rico 

00646, identificado en el plano de 

mensura que se hace formar parte de este 

contrato como ‘el lote #1’. La finca se 

compone de los lotes #1 y #2” por el 

precio de venta de $250,000”.  

 

10. El 3 de agosto de 2020 la Albacea 

suscribió contrato de opción a nombre de la 

sucesión para otra de sus propiedades sita 

en Kings Court, San Juan PR y luego 

prorrogado el 28 de agosto de 2020 mediante 

otro contrato. Ninguno de dichos contratos 

fue suscrito por algún otro miembro de la 

sucesión en particular, Jackeline Lemay.  

 

11. Dicha propiedad luego fue vendida 

conforme el contrato de opción mediante 

escritura número 17 del 11 de noviembre de 

2020 ante la notario Keila Ortega Casals 

donde además de comparecer la Albacea por 

virtud de los poderes otorgados compareció 

Jackeline Lemay.  

 

12. El 14 de septiembre de 2020 se otorgó 

escritura número 5 sobre Protocolización de 

Poder de Andrew Peter Ochoa a favor de 

Francis T. Pagán Martínez para la 

enajenación de los bienes de la sucesión 

incluyendo la propiedad antes descrita ante 

la notario Keila M. Ortega Casals.  

 

13. El 7 de octubre de 2020 se otorgó 

escritura número 14 sobre Protocolización 

de Poder de Roxanne Peter Ochoa a favor de 

Francis T. Pagán Martínez para la 

enajenación de los bienes de la sucesión 

incluyendo la propiedad antes descrita ante 

la notario Keila M. Ortega Casals.  

 

14. El 14 de septiembre de 2020 se otorgó 

escritura número 6 sobre Protocolización de 

Poder de Guy Peter Breu a favor de Francis 

T. Pagán Martínez para la enajenación de 

los bienes de la sucesión incluyendo la 

propiedad antes descrita ante la notario 

Keila M. Ortega Casals.  

 

15. El 14 de septiembre de 2020 se otorgó 

escritura número 6 sobre Protocolización de 

Poder de Julie Peter Breu a favor de Francis 

T. Pagán Martínez para la enajenación de 

los bienes de la sucesión incluyendo la 

propiedad antes descrita ante la notario 

Keila M. Ortega Casals.  
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16. El 14 de septiembre de 2020 se otorgó 

escritura número 8 sobre Protocolización de 

Poder de Andrea Marie Peter a favor de 

Francis T. Pagán Martínez para la 

enajenación de los bienes de la sucesión 

incluyendo la propiedad antes descrita ante 

la notario Keila M. Ortega Casals.  

 

17. El 19 de octubre de 2020 se otorgó 

escritura número 15 sobre Protocolización 

de Poder de Adriana Peter a favor de Francis 

T. Pagán Martínez para la enajenación de 

los bienes de la sucesión incluyendo la 

propiedad antes descrita ante la notario 

Keila M. Ortega Casals.  

 

18. El 21 de septiembre de 2020 se otorgó 

escritura número 10 sobre Protocolización 

de Poder de Bianca Lemay Peter a favor de 

Francis T. Pagán Martínez para la 

enajenación de los bienes de la sucesión 

incluyendo la propiedad antes descrita ante 

la notario Keila M. Ortega Casals.  

 

19. En su parte pertinente al caso que nos 

ocupa, todos los antes mencionados poderes 

leen de la misma forma. En particular:  

 

…” ii) Finca número 1478 inscrita al 

Folio 22, inscripción 1ra, Dorado: 

Urbana: Solar 190, Bloque I tiene un área 

o cabida superficial de 15220.51 metros 

cuadrados y colinda por el NORTE, en 

27.40 metros, con el solar 191 del Bloque 

I; por el SUR, en 17.65 metros con área 

de viraje; al ESTE, en 78.21 metros, con 

terrenos propiedad de Manuel González 

Quiñones, según plano archivado en este 

Registro; y por el OESTE, en 67.50 

metros, con la calle de la propia 

urbanización.”-------- ---Sale Price: 

$875,000 which will be divided in 

different sales for $250,000 and 

$625,000).-----------------------------  

 

20. Todos los miembros de la sucesión viven 

fuera de Puerto Rico excepto por Jackeline 

Lemay. 

 

21. Jackeline Lemay suscribió afidávit 

número 52,719 el 31 de agosto de 2020 ante 

la notario Kissette M. Medina Muñiz 

titulado “Special Power of Attorney” 

otorgando autorización a la entonces 

albacea, Lcda. Francis T. Pagán Martínez 

para suscribir el contrato de opción y otros 

de la sucesión.  

 

22. Este testimonio suscrito por Jackeline 

Lemay Lee en su parte pertinente:  

 

… II) Finca número 1478 inscrita al Folio 

22, Tomo 39, inscripción 1ra Dorado: 
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“Urbana: Solar 190, Bloque I. Tiene un 

área o cabida superficial de 15220.51 

metros cuadrados y colinda por el NORTE, 

en 27.40 metros, con el solar 191 del 

Bloque I; por el SUR, en 17.65 metros con 

área de viraje; al ESTE, en 78.21 metros, 

con terrenos propiedad de Manuel González 

Quiñones, según plano archivado en este 

Registro; y, por el OESTE, en 67.50 

metros, con la calle de la propia 

urbanización---------------------------

---Sale Price: $875,000 (which will be 

divided in different sales for $250,000 

and $625,000).--------------------------  

 

23. La propiedad de Dorado nunca fue, ni ha 

sido segregada.  

 

24. El 27 de agosto de 2021 la parte 

demandante ejerció su derecho a extender el 

contrato de opción y firmó documento sobre 

Extensión de contrato de opción de 

compraventa por la propiedad en Dorado y 

fue enviado a la parte demandada por 

conducto de Realtor Continental Realty 

Solutions.  

 

25. Ante la negativa de los demandados de 

firmar la extensión del contrato de 

compraventa antes mencionado, los 

demandantes presentaron la presente 

reclamación.  

 

26. Con fecha del 15 de febrero de 2021 la 

sucesión presentó al Registro de la 

Propiedad la Declaratoria de Herederos de 

la finca 1478 de Dorado al asiento 2021-

016123, según surge del portal del Registro 

de la Propiedad.  

 

27. Conforme se expone en los escritos en 

oposición a la Solicitud de Sentencia 

Sumaria; “No ha habido disgusto o 

disconformidad con el trabajo desplegado 

por la Lcda. Pagán Martínez como albacea de 

la sucesión Ochoa.” 

 

 Así pues, concluyó que el contrato de opción 

suscrito por las partes, donde la Sucesión Ochoa estuvo 

representada por la Albacea, era válido.  Señaló que, 

los miembros de la sucesión otorgaron un poder a favor 

de la Albacea, excepto por Jackeline Lemay, para que 

compareciera a firmar el contrato de opción sobre la 

propiedad en Dorado.  A su vez, determinó que aun cuando 

alegaron que la Sra. Jackeline Lemay no otorgó el poder, 
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sí suscribió un afidávit consintiendo a la suscripción 

del contrato de opción.  Por lo tanto, declaró Con Lugar 

la Solicitud de Sentencia Sumaria de los recurridos y 

denegó la moción de desestimación de los peticionarios, 

asimismo, ordenó la continuación de los procedimientos.   

Inconformes con la determinación del Tribunal de 

Primera Instancia, la Sucesión Ochoa presentó el recurso 

de epígrafe y expusieron los siguientes señalamientos de 

error: 

PRIMER ERROR: EL TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA ERRÓ AL ADJUDICAR LA SOLICITUD DE 

SENTENCIA SUMARIA A FAVOR DE LA PARTE 

DEMANDANTE, SIN HABER CUMPLIDO CON SU DEBER 

DE ANALIZAR TODOS LOS DOCUMENTOS 

PRESENTADOS POR LA PARTE PROMOVIDA EN 

OPOSICIÓN. 

 

SEGUNDO ERROR:  EL TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA ERRÓ AL CONCEDER LA SOLICITUD DE 

SENTENCIA SUMARIA DE LA PARTE DEMANDANTE, 

MEDIANTE LA ADJUDICACIÓN DE UN ASUNTO DE 

CREDIBILIDAD, EN CONTRAVENCIÓN A LA 

JURISPRUDENCIA INTERPRETATIVA DEL TRIBUNAL 

SUPREMO. 

 

TERCER ERROR:  EL TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA ERRÓ AL DECLARAR “CON LUGAR” LA 

SOLICITUD DE SENTENCIA SUMARIA DE LA PARTE 

DEMANDANTE, MEDIANTE UNA RESOLUCIÓN QUE NO 

DISCUTIÓ Y ADJUDICÓ TODAS LAS CONTROVERSIAS 

PLANTEADAS. 

 

CUARTO ERROR:  EL TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA ERRÓ AL DENEGAR DE FACTO LA 

SOLICITUD DE SENTENCIA SUMARIA DE LA PARTE 

DEMANDADA, AL NO HABER REALIZADO 

DETERMINACIONES DE HECHOS Y CONCLUSIONES DE 

DERECHO RESPECTO A LOS PETICIONADO POR LA 

SUCN. OCHOA GARCÍA COMO PARTE PROMOVENTE. 

 

QUINTO ERROR:  EL TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA ERRÓ AL NO ADJUDICAR LA 

INEXIGIBILIDAD DE LA OBLIGACIÓN DE VENDER, 

ANTE LA NO SEGREGACIÓN DEL PREDIO DEL CUAL 

SE OPCIONÓ UNA PARTE. 

 

 El 29 de abril de 2024 compareció la parte apelada, 

mediante Alegato en Oposición al Recurso.  

Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, procedemos a resolver. 
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II. 

-A- 

 El certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido 

por un tribunal inferior.  Torres González v. Zaragoza 

Meléndez, 211 DPR 821, 846-847 (2023).  Los tribunales 

apelativos tenemos la facultad para expedir un 

certiorari de manera discrecional.  Íd., pág. 847.  Esta 

discreción se define como “el poder para decidir en una 

u otra forma, esto es, para escoger entre uno o varios 

cursos de acción”.  García v. Padró, 165 DPR 324, 334 

(2005).  Asimismo, discreción es una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justa.  Íd., pág. 335.  Ahora 

bien, la aludida discreción que tiene este foro 

apelativo para atender un certiorari no es absoluta.  

Íd.  Esto ya que no tenemos autoridad para actuar de una 

forma u otra, con abstracción total al resto del derecho, 

pues ello constituiría abuso de discreción.  Íd.  Así, 

“el adecuado ejercicio de la discreción judicial está 

inexorable e indefectiblemente atado al concepto de la 

razonabilidad.”  Íd.  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 52.1, establece que el recurso de certiorari para 

resolver resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas 

por el Tribunal de Primera Instancia, será expedido por 

el Tribunal de Apelaciones cuando se recurre de: (1) una 

resolución u orden bajo la Regla 56 (Remedios 

Provisionales) y la Regla 57 (Injunction) de las Reglas 

de Procedimiento Civil; (2) la denegatoria de una moción 

de carácter dispositivo y; (3) por excepción de: (a) 



 
 

 
KLAN202400342    

 

15 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos 

o peritos esenciales; (b) asuntos relativos a 

privilegios probatorios; (c) anotaciones de rebeldía; 

(d) casos de relaciones de familia; (e) casos que 

revistan interés público; y (f) cualquier otra situación 

en la que esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia.  

En otros términos, la Regla 40 del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, establece lo siguiente:   

El tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de 

una orden de mostrar causa: 

   

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho.   

 

(B) Si la situación de hechos planteada es 

la más indicada para el análisis del 

problema.   

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia.   

 

(D) Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de los 

autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.   

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración.   

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final 

del litigio.   

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 

Ninguno de estos criterios es determinante por sí 

solo para el ejercicio de jurisdicción y tampoco 

constituyen una lista exhaustiva.  García v. Padró, 

supra, pág. 335.  La norma vigente es que los tribunales 
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apelativos podremos intervenir con las determinaciones 

discrecionales del Tribunal de Primera Instancia cuando 

este haya incurrido en arbitrariedad, craso abuso de 

discreción o en un error en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

sustantivo.  Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 581 

(2009).  

-B- 

El mecanismo de sentencia sumaria provisto en la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA. Ap. V, R. 36, 

tiene el propósito primordial de proveer una solución 

justa, rápida y económica en aquellos casos en que surja 

de forma clara que no existen controversias materiales 

de hechos que requieren ventilarse en un juicio plenario 

y el derecho así lo permita.  Meléndez González et al. 

v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 109 (2015). 

Particularmente, la Regla 36.2 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.2, permite que cualquier 

parte presente una moción, basada o no en declaraciones 

juradas, para que se dicte sentencia sumaria a su favor 

sobre la totalidad o alguna parte de la reclamación.  

Municipio de Añasco v. ASES et al., 188 DPR 307, 326 

(2013).  Al solicitar dicho remedio, la parte que 

promueve la sentencia sumaria “deberá establecer su 

derecho con claridad y demostrar que no existe 

controversia sustancial sobre algún hecho material, o 

sea, sobre ningún componente de la causa de acción.”  

Íd.   

Solicitada la sentencia sumaria basada en 

declaraciones juradas o en documentos admisibles en 

evidencia, la parte que se opone a la sentencia sumaria 

no puede tomar una actitud pasiva y descansar en las 
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aseveraciones o negaciones consignadas en su alegación.  

Roldán Flores v. M. Cuebas et al., 199 DPR 664, 677 

(2018).   Por el contrario, dicha parte tiene que refutar 

los hechos alegados y sustanciar su posición con prueba 

consistente en contradeclaraciones juradas y 

contradocumentos que pongan en controversia los hechos 

presentados por el promovente.  Íd.  Es decir, esa 

persona viene obligada a enfrentar la moción de su 

adversario de forma tan detallada y especifica como lo 

ha hecho el promovente en su solicitud puesto que, si 

incumple con lo antes mencionado corre el riesgo de que 

se dicte sentencia es su contra.  Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, supra; SLG Zapata- Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 432 (2013).   

Ahora bien, según estableció nuestro Tribunal 

Supremo en el caso Verá v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334-

335 (2004), los foros revisores utilizarán los mismos 

criterios que el Tribunal de Primera Instancia al 

determinar si procede o no una sentencia sumaria.  Sobre 

el particular, en Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

supra, pág. 118, nuestro más Alto Foro estableció que al 

revisar una determinación del foro primario en la que se 

concedió o denegó una moción de sentencia sumaria 

debemos: (1) examinar de novo el expediente; (2) revisar 

que la moción de sentencia sumaria y su oposición cumplan 

con los requisitos de forma codificados en la Regla 36 

de Procedimiento Civil, supra, y con los discutidos en 

SLG Zapata-Rivera v. J. Montalvo, supra; (3) en el caso 

de una revisión de una sentencia dictada sumariamente, 

debemos determinar si en realidad existen hechos 

materiales en controversia, y de haberlos, exponer 

concretamente cuáles están en controversia y cuáles no; 
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y (4) de encontrar que los hechos materiales no están en 

controversia, debemos revisar de novo si el TPI aplicó 

correctamente el derecho.  Véase, además: Rivera Matos, 

et al. v. Triple-S et al., 204 DPR 1010, 1025 (2020).  

Del mismo modo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha reiterado que a menos que existan circunstancias 

extraordinarias o indicios de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto y que la apreciación de 

la prueba se distancie de la realidad fáctica o esta sea 

inherentemente imposible o increíble, el tribunal 

apelativo deberá abstenerse de intervenir con las 

determinaciones de hechos, la apreciación de la prueba 

y las adjudicaciones de credibilidad hechas por el 

juzgador de los hechos.  Flores v. Soc. de Gananciales, 

146 DPR 45, 49 (1998).  En otras palabras, las 

determinaciones que hace el juzgador de los hechos no 

deben ser descartadas arbitrariamente ni tampoco deben 

sustituirse por el criterio del foro apelativo, a menos 

que de la prueba admitida surja de que no existe base 

suficiente que apoye tal determinación.  Rolón v. 

Charlie Car Rental Inc., 148 DPR 420, 433 (1999). 

-C- 

 El Artículo 1739 del Código Civil de 2020 define al 

albacea como “la persona designada expresamente por el 

testador para ejecutar o vigilar la ejecución de su 

última voluntad.”  31 LPRA sec. 11511.  A su vez, el 

Artículo 1740 del mismo Código establece las facultades 

del albacea testamentario.  31 LPRA sec. 11512.  En 

específico, dispone:  

En ausencia de expresión del testador, el 

albacea tiene en el cumplimiento de su 

encomienda las facultades siguientes:   
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(a) tomar las precauciones necesarias para 

la conservación y la custodia de los bienes;   

 

(b) ejecutar todo lo ordenado en el 

testamento y, siendo legal, sostener su 

validez;   

 

(c) intervenir en los litigios o incidentes 

que se susciten sobre los bienes 

hereditarios;   

 

(d) pagar los legados, con el 

consentimiento de los herederos; y   

 

(e) realizar la partición de la herencia 

cuando no hay contador partidor. 

 

 Por su parte, el Código de Enjuiciamiento Civil 

dispone en cuanto a la aceptación del cargo de albacea 

que:  

Todo albacea que acepte el nombramiento 

hecho a su favor en un testamento deberá 

entregar al funcionario en cuya oficina se 

halla protocolado el testamento una 

aceptación del cargo por escrito, 

acompañada de un juramento, también por 

escrito, comprometiéndose a cumplir, del 

mejor modo que le fuere dable, sus 

obligaciones como albacea, sin lo cual no 

podrá hacerse cargo de los bienes del 

finado. La sala del Tribunal de Primera 

Instancia de la última residencia del 

finado o del lugar en que radican sus 

bienes, mediante la presentación de una 

certificación del notario u otro 

funcionario competente, en que conste 

haberse archivado dicha aceptación y 

juramento oficial, expedirá cartas 

testamentarias a favor del albacea, las 

cuales constituirán prueba de su autoridad. 

Tan pronto como un administrador haya 

prestado su fianza y juramento oficial, el 

juez o tribunal que lo hubiere nombrado 

expedirá a su favor cartas de 

administración bajo su sello, en testimonio 

de su autoridad.  Art. 59 del Código de 

Enjuiciamiento Civil.  

 

-D- 

 

El contrato de opción es un tipo de precontrato o 

contrato preparatorio encaminado al otorgamiento de un 

contrato de compraventa.  SLG Irizzary v. SLG García, 

155 DPR 713, 722 (2001).  Las normas de este tipo de 

contrato, no obstante, no estaban delineadas en el 
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Código Civil del 1930, 31 LPRA secs. 1 et seq. 

(derogado).  Matos González v. SLG Rivera-Freytes, 181 

DPR 835, 841 (2011).  Dado a ello nuestro máximo foro 

definió el contrato de opción como “el ‘convenio por el 

cual una parte (llamada concedente, promitente u 

optatario) concede a la otra (llamada optante), por 

tiempo fijo y en determinadas condiciones, la facultad, 

que se deja exclusivamente a su arbitrio, de decidir 

respecto a la celebración de un contrato principal’.”  

Matos González v. SLG Rivera-Freytes, supra, pág. 841; 

citando a PDCM Assoc v. Naul Bez, 174 DPR 716, 724 

(2008).  Véase, además: Mayagüez Hilton Corp. v. 

Betancourt, 156 DPR 234, 246 (2002); SLG Irizarry v. SLG 

García, supra.   

Los elementos esenciales de este tipo de contrato 

son: (1) concederle al optante la facultad de decidir 

unilateralmente si celebrará un contrato principal de 

compraventa sin ninguna obligación por parte de este; 

(2) esta concesión tiene carácter de exclusividad; (3) 

se establece un plazo para ejercitar la opción; y (4) no 

existe otra condición que no sea la voluntad del optante.  

SLG Irizarry v. SLG García, supra.  En otras palabras, 

mediante el referido contrato, el optante ostenta la 

facultad de determinar durante el plazo concedido, si se 

perfecciona el contrato por el cual optó.  Matos González 

v. SLG Rivera-Freytes, supra, pág. 841.  Además, cuando 

se trata de una opción de compraventa, el optatario tiene 

un deber de cuidar la propiedad y mantenerla fuera del 

mercado para que ningún tercero pueda obtenerla.  Matos 

González v. SLG Rivera-Freytes, supra, pág. 841.  Sin 

embargo, la opción de compraventa es un contrato 

unilateral, pues el optante no está obligado a comprar, 
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más el optatario está obligado a venderle al primero, si 

aquel así lo decide.  SLG Irizarry v. SLG García, supra, 

pág. 722.  

Posteriormente, se adoptó la figura del contrato 

preliminar o de opción mediante el Artículo 1235 del 

Código Civil de 2020, 31 LPRA sec. 9756.  Por medio de 

la Exposición de Motivos del Código Civil de 2020, supra, 

queda claro la intención legislativa de requerirle al 

optatario la celebración de un contrato futuro, si así 

lo decide el optante mediante el contrato preliminar:  

Se regula la figura del contrato 

preliminar, también conocido como contrato 

preparatorio, precontrato o promesa de 

contrato. En el contrato preliminar, las 

partes se obligan a celebrar un contrato 

futuro. El contrato preliminar se denomina 

opción si le atribuye decidir a una sola de 

las partes, la celebración del contrato 

futuro. Las partes quedan obligadas por la 

buena fe a colaborar, proporcionar 

información relevante, mantener la 

confidencialidad y conservar el bien.   

 

[…]  

 

Asimismo, lo recoge el Artículo 1235 del Código 

Civil de 2020, supra:  

Por el contrato preliminar las partes se 

obligan a celebrar un contrato futuro. El 

contrato preliminar se denomina Opción si 

le atribuye a una sola de las partes la 

facultad de decidir sobre la celebración 

del contrato futuro.  

 

El contrato preliminar no está sujeto a 

cumplir las formalidades que debe 

satisfacer el contrato futuro.   

 

Si la parte requerida se niega al 

otorgamiento del nuevo contrato, el 

tribunal puede exigir a la misma estricto 

cumplimiento.   

 

Igualmente, la opción de compra es el derecho que 

“faculta a su titular para que decida durante un plazo 

determinado, mediante la manifestación de su aceptación, 

el perfeccionamiento del contrato de compraventa que ha 
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sido ya acordado en todos sus aspectos fundamentales y 

secundarios y a cuyo cumplimiento se mantiene 

comprometido el concedente durante el plazo prefijado.”  

Art. 1029 del Código Civil de 2020, 31 LPRA sec. 8821.  

El Artículo 1030 del Código Civil de 2020, supra, 

sec. 8822, establece los requisitos del título de 

constitución de una opción de compra:  

[A]demás de las estipulaciones y del 

domicilio a efectos de las notificaciones 

preceptivas y demás pactos que el 

constituyente o los constituyentes tengan 

por conveniente, debe contener, como 

mínimo, los siguientes requisitos:  

 

(a) el plazo de duración del derecho y, si 

procede, el plazo para su ejercicio;  

 

(b) en su caso, la voluntad del 

constituyente o de los constituyentes de 

configurar el derecho con carácter real;  

 

(c) el precio o contraprestación para la 

adquisición del bien o los criterios para 

su fijación, cuando se trate de un derecho 

de opción a una adquisición onerosa, 

indicando el precio estipulado para su 

adquisición. Cuando se prevean cláusulas de 

estabilización, deben contener criterios 

objetivos y el precio debe poder fijarse 

con una simple operación aritmética; y  

 

(d) la prima pactada para su constitución, 

cuando el derecho se constituye a título 

oneroso, indicando el precio convenido.  

 

Los contratos de opción de compra se pueden 

inscribir cuando cumplan con los requisitos 

anteriores y consten en escritura pública. 

 

Cónsono con lo anterior, el optante puede ejercer 

su derecho de opción notificando al optatario su 

voluntad de perfeccionar el convenio.  Matos González v. 

SLG Rivera-Freytes, supra, pág. 842; Mayagüez Hilton 

Corp. v. Betancourt, supra, pág. 249.  Si se ejerce la 

opción en el plazo acordado, el contrato de opción se 

extingue y se perfecciona el contrato aceptado según 

delimitado anteriormente.  Matos González v. SLG Rivera-

Freytes, supra, pág. 842; Mayagüez Hilton Corp. v. 
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Betancourt, supra, pág. 249.  Desde ese momento, las 

partes están obligadas a satisfacer sus respectivas 

prestaciones por medio del contrato definitivo.  Matos 

González v. SLG Rivera-Freytes, supra, pág. 842.   

Además, como materia de contratos, por medio del 

contrato de opción se podrán diseñar los convenios que 

atiendan adecuadamente las necesidades e intereses, 

siempre que no violen la ley, la moral ni el orden 

público.  Véase, Artículo 1232 del Código Civil 2020, 31 

LPRA sec. 9753; Matos González v. SLG Rivera-Freytes, 

supra, pág. 844.  Asimismo, una vez las partes prestan 

su consentimiento, quedan vinculadas por los términos 

del contrato, siendo este la ley entre las partes.  Matos 

González v. SLG Rivera-Freytes, supra, pág. 843. 

III. 

 Nos corresponde determinar si debemos ejercer 

nuestra facultad discrecional al amparo de los criterios 

enmarcados en la Regla 40 de este Foro.  Tal como se 

desprende de los hechos antes expuestos, en la 

Resolución recurrida el foro primario denegó la moción 

de desestimación presentada por los peticionarios, y 

declaró “Ha Lugar” la moción de sentencia sumaria 

sometida por los recurridos.  Es decir, la determinación 

cuya revisión y revocación nos solicita la Sucesión 

Ochoa trata de la denegación de un escrito de carácter 

dispositivo.  Por tanto, conforme la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, estamos en posición de 

acoger o no el recurso discrecional del certiorari 

instado.   

Mediante la discusión conjunta de los señalamientos 

de error, los peticionarios, en esencia argumentan que 

incidió el foro recurrido al denegar su solicitud de 
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sentencia sumaria sobre desestimar la Demanda, puesto 

que, el contrato es nulo por carecer del elemento de 

consentimiento.  Asimismo, alegan que el foro primario 

dejó de analizar evidencia que controvertía el hecho de 

que hubo consentimiento unánime de la sucesión para la 

firma del contrato. 

De otra parte, el matrimonio Pérez-Bula sostiene 

que los peticionarios, a través de la Lcda. Francis 

Pagán, quien fue su albacea, firmaron un contrato de 

opción obligándose a segregar el predio pactado.  

Asimismo, esbozaron que la sucesión ha imposibilitado 

realizar las gestiones conducentes a la segregación, 

puesto que, alegadamente recibieron ofertas para 

comprarles el inmueble por una suma mayor a la 

contratada, nublando así el entendimiento contractual. 

Así pues, luego de evaluar de novo la solicitud de 

sentencia sumaria de los recurridos, tal cual nos es 

exigido, esta cumplió con los requisitos de forma 

estatuidos en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra.  

Resolvemos que así hizo, ya que en esta incluyó una 

relación concisa y enumerada de todos los hechos 

esenciales y pertinentes sobre los que alega no existe 

controversia sustancial y estableció una relación con 

aquella evidencia que sometió en apoyo de estos.   

Sin embargo, no podemos llegar a la misma 

conclusión en cuanto a la oposición que la parte 

peticionaria presentó.  En síntesis, no cumplió con los 

requisitos de forma requeridos por la misma regla, en 

forma alguna controvirtió los hechos expuestos por la 

parte apelada en su moción dispositiva.  Tal 

incumplimiento, no implica la concesión automática de la 

sentencia sumaria solicitada, ya que, según señalamos en 
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el acápite del derecho aplicable de la sentencia 

sumaria, este remedio podrá dictarse a favor o en contra 

del promovente, según proceda en derecho.   

Ahora bien, luego de revisar el expediente a la luz 

de los criterios de la Regla 40 de nuestro Reglamento, 

supra, no identificamos razón por la cual este Foro deba 

intervenir.  Debido a que, no se presentan ninguna de 

las situaciones que allí se contemplan.  

 Recordemos que nuestro ordenamiento jurídico nos 

brinda la discreción de intervenir en aquellos 

dictámenes interlocutorios o post-sentencia en los que 

el foro de primera instancia haya sido arbitrario, 

cometido un craso abuso de discreción o cuando, de la 

actuación del foro, surja un error en la interpretación 

o la aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

sustantivo. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos DENEGAMOS 

expedir el recurso de certiorari. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


